CONCLUSIONES DE LAS IV JORNADAS DE PROFESIONALES EN CIENCIAS ECONOMICAS DEL SECTOR PÚBLICO

“POR UNA GESTIÓN PROFESIONAL DEL SECTOR PÚBLICO” BUENOS AIRES, 24 AL 26 DE AGOSTO DE 2005

PLANIFICACION, PROGRAMACIÓN Y PRESUPUESTACIÓN

Las manifestaciones de la Oficina Nacional de Presupuesto, efectuadas en la Cuenta de Inversión de los últimos años al presente, revelan que aún no se ha logrado nivelar la calidad de la información para su análisis, y por lo tanto, deben seguir revisándose los criterios de identificación de las unidades de medida o de cuantificación de metas para poder llegar a expresar una síntesis representativa de la producción de bienes y/o servicios de cada uno de los programas. Se ha indicado, asimismo, que todavía se presentan casos en los cuales no está bien diferenciada la meta del producto final que se ofrece a los usuarios o beneficiarios, debiendo continuarse con la revisión de aperturas programáticas para que éstas expresen correctamente los procesos de producción, e incluyan los recursos reales y financieros para alcanzar los resultados de la programación.

A lo expresamente reconocido acerca de las unidades de medición física corresponde incorporar el unánime reconocimiento de que tampoco se llevan a cabo en las jurisdicciones y entidades, las actividades de EVALUACION DE LOS RESULTADOS DE LA GESTION y, por lo tanto, el Órgano Rector del Sistema de Presupuesto no está cumpliendo con el análisis dispuesto por el artículo 45 de la Ley 24.156, que tiene su correlato en la Ley 70 de la C.A.B.A., estimándose que se impone una acción mancomunada con la necesaria intervención del Area coordinadora de las Políticas Públicas de Gobierno, a los efectos de complementar y cumplimentar, entre otros, la medición del impacto y efectos de los programas en términos de cumplimiento de los objetivos, satisfacción de los beneficiarios, mejoras en la calidad de vida, valor agregado de las acciones, etc. 

Sin perjuicio de lo expresado, debe reconocerse la escasa coordinación existente de las actividades de los órganos rectores del Sistema de Administración Financiera, que en el caso de la Nación, le corresponde a la Secretaría de Hacienda lo cual constituye una limitación importante para su funcionamiento efectivo.

Finalmente, es de destacar el significativo aporte que representa dentro del esquema presupuestario, la participación ciudadana que, en los casos aplicados, ha creado un importante espacio para la resolución de las demandas insatisfechas.

CONTABILIDAD PARA LA TOMA DE DECISIONES

La inexistencia de sistemas de costos que cumplan con una finalidad esencial, como es la asignación de las partidas de ejecución presupuestaria a los respectivos centros operativos, es una clara evidencia de la imposibilidad de determinar indicadores que posibiliten la medición de la eficiencia de la gestión. 

Esta actividad, que debiera obtenerse como subproducto del Sistema de Contabilidad General, amén de constituir un dispendio de recursos tecnológicos en la era informática impide un análisis racional, en especial, en aquellos casos donde se imponen recortes presupuestarios. Su adecuada identificación en partidas fijas y variables o semifijas permitiría adoptar decisiones más acertadas, en sustitución de las quitas uniformes y recortes discrecionales para el conjunto de las actividades.

Sin perjuicio de las argumentaciones técnicas mencionadas, se debe asimismo manifestar la vulneración de uno de los objetivos del Sistema de Contabilidad Gubernamental establecido en la Ley de Administración Financiera (art. 87, inc. d.), lo cual a su vez incide en la confección de la Cuenta de Inversión del ejercicio (que requiere comentarios sobre su contenido: art. 95 inc. b. de la referida norma).

No obstante el dictado de principios y normas contables oportunamente dictadas, se impone su agiornamiento a las actuales normas técnicas de la profesión, debiendose establecer el marco conceptual (modelo contable) que, sobre la base de los principios contables de aceptación general para la actividad privada (N.I.C./ N.I.I.F. de aplicación en la Unión Europea a partir de 2005), se le incorporen aquellos ajustes que resultan necesarios para adaptarlos a las especiales características del sector público (en especial a N.I.C. N° 1 sobre confección de estados contables). 

Entre las cuestiones pendientes de adecuada resolución, reviste especial significación la relacionada con el tratamiento que debe otorgarse a las distintas categorías de bienes (N.I.C.´S Nos 2 - 16 y 40) efectuando una adecuada segregación de los que son naturalmente de Dominio Público de aquellos artificiales pero igualmente públicos, y que han sido inadecuadamente considerados como de carácter privado, pues en tal categoría corresponde incluir esencialmente a los desafectados de las actividades operativas de producción de bienes y/o servicios, aspecto que ya fuera planteado en el Congreso Nacional de Bariloche en el año 2000. Estas cuestiones no integran las normas internacionales dado que su naturaleza jurídica depende de las legislaciones locales de los distintos países.

Entre otros aspectos por considerar, uno (contenido en la N.I.C. 20) es el referido a subvenciones gubernamentales (incluye participaciones), y otros, los analizados en las N.I.C.´S. Nos. 26 y 37 relacionados con planes de pensiones y contingencias, y, en el caso de participaciones en empresas (N.I.C.´S. 35 y 36), el cese de operaciones y la pérdida de activos. 

Resulta asimismo indispensable una profunda revisión sistemática sobre el contenido de la Cuenta de Inversión, en orden a lo expresado, como asimismo, respecto de las responsabilidades emergentes de su emisión; habiéndose reconocido que el Sistema de Contabilidad Gubernamental ha resultado ser el gran integrador de la Administración Financiera del Estado, y al que se le asigna las mayores posibilidades unificatorias. 

CONTROL DE GESTION Y AUDITORIA OPERACIONAL

La tradicional resistencia que ofrecen los entes a las intervenciones de control se funda, en gran parte, en el desconocimiento que muchas veces existe acerca de los factores clave de la propia organización, que generalmente son de amplio dominio de los operadores, entre los que pueden mencionarse: 

La falta de consideración de las razones de política que motivaron la implementación de determinados programas o actividades;

La abstracción que se hace de las relaciones de poder en las organizaciones, que determinan acciones específicas originadas en la propia historia de los entes;

El desconocimiento de los efectos de conexidad de las actividades, por lo cual resulta recomendable no incluir propuestas aisladas de su marco organizacional. 

Esta falta de visión sistémica de las propuestas no toma en consideración la existencia de importantes factores intangibles así como la inexistencia de recursos humanos, materiales o financieros que hagan factible su implementación.

Al no operar entonces en un entorno participativo, incluyendo a operadores y decidores, la intervención del auditor es considerada como un factor de ataque al sistema y fuente de permanente conflicto. Así, la tarea se limita entonces a estudiar los procesos habituales, plantear aislados sistemas alternativos, y efectuar a posteriori el seguimiento de las acciones de la organización, en caso en que las hubiere.

En materia de Control Interno, el objetivo de la auditoría por practicar debe consistir en cumplir con el mandato establecido por el art. 101 de la Ley 24.156, y en el art. 122 de la Ley 70 de la C.A.B.A.: Verificar que el sistema de control interno imperante en los organismos, incluya los instrumentos de control previo y posterior incorporados en el plan de organización y en los reglamentos y manuales de procedimientos, dentro de su propia estructura; y con exclusión de control externo previo, teniendo en cuenta que sus actividades tienen como finalidad facilitar el desarrollo de las actividades de los órganos de control externo, debiendo comunicar al PEN los perjuicios económicos y las acciones de responsabilidad significativas que ello produce.

El Control de Gestión es una función específica de la conducción, que debe ser ejecutado dentro de un Marco de Referencia adecuado.

En cuanto a la Auditoría Operacional o de las Funciones, ella ha adquirido esa amplia denominación en oposición a la tradicional auditoría contable o financiera, de la cual a tomado sus principales normas y procedimientos. 

JERARQUIZACION PROFESIONAL

Para lograr la jerarquización de los graduados y propiciar una gestión profesional del Sector Público se hace indispensable un aporte conjunto de las Universidades y de los Consejos Profesionales y Colegios de Graduados.

Una eficaz manera de defender las incumbencias de los graduados en Ciencias Económicas, evitando la inadmisible intrusión de otras profesiones, es asegurar una formación profesional que incorpore dentro de los programas de estudio de las carreras de grado, los contenidos mínimos necesarios para el desempeño en la función pública.

A partir de la necesidad de un digno reconocimiento de los profesionales en Ciencias Económicas del Sector Público, función que corresponde a los Consejos Profesionales como responsables del seguimiento, control y defensa del accionar profesional, se propone la instrumentación de normas de acuerdo con la realidad de cada jurisdicción, para lograr:

· La implantación de una matricula diferencial para los profesionales actuantes en el Sector Público.

· Que los aportes y contribuciones previsionales de los profesionales del Sector Público puedan transferirse optativamente a las cajas de jubilaciones profesionales y/o a los departamentos de servicios sociales.

· La matriculación en las organizaciones profesionales como requisito para la percepción del adicional por título universitario.

· Promover la constitución de Institutos o Comisiones dentro de las organizaciones profesionales, que aborden los temas referidos a la problemática de la Administración y Contabilidad Pública.

Es necesario fortalecer la relación entre los entes gubernamentales y los Consejos que agrupan a las profesiones en lo referido a la selección, el acceso y la promoción a los cargos, formación y capacitación profesional, permitiendo de esta manera una permanente vinculación e integración entre las partes, y garantizando la protección de incumbencias profesionales.

